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León, Guanajuato, a 13 trece de abril del año 2010 dos mil diez. . . . . . . . .  
V i s t o s  los autos del proceso administrativo identificado con el número 08/2010-JN, promovido por el ciudadano Francisco Carrillo Ramírez, quien se ostenta como Apoderado para pleitos y cobranzas del Instituto Mexicano del Seguro Social;  y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que manifiesta la parte actora se hizo sabedor del contenido del acto impugnado, ya que refiere que tuvo conocimiento el día 18 dieciocho de diciembre del 2009, dos mil nueve; sin que de autos de la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia del acto impugnado, consistente en la orden de valuación número 00124-09 (cero-cero-uno-dos-cuatro guión cero-nueve), de fecha 18 dieciocho de noviembre del 2009, dos mil nueve, respecto del inmueble ubicado en el Boulevard Juan José Torres Landa (antes Francisco Villa), entre Venustiano Carranza y Prolongación de la calle Alonso Espino, del barrio de San Miguel de esta ciudad; se encuentra debidamente acreditada en autos, con la copia fotostática de dicha orden de valuación, la que tiene una parte de la misma en copia al carbón; (visible, en copia certificada a foja 19 diecinueve del expediente de la presente causa administrativa); que acompañó la actora a su escrito de demanda y fue admitido como prueba de su intención; documental  que merece pleno valor, conforme lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por tratarse de un documento público expedido por el Tesorero Municipal en el ejercicio de sus funciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

CUARTO.- La personalidad con la que comparece el Licenciado Francisco Carrillo Ramírez, se encuentra debidamente acreditada, mediante la documental consistente en la copia certificada de la Escritura Pública número 4,244 Cuatro mil doscientos cuarenta  y cuatro; de fecha 16 dieciséis de octubre del 2007 dos mil siete; (mismo que obra en autos a fojas 21 veintiuno a 23 veintitrés); tirada ante la fe de la Licenciada Hilda del Consuelo González Arteaga, titular de la Notaría Pública número 46 cuarenta y seis, de esta ciudad; en la cual se contiene  el poder general para pleitos y cobranzas, que el Instituto Mexicano del Seguro Social; a través de su Apoderado General y titular de la Delegación Estatal en Guanajuato Doctor Moisés Andrade Quezada, otorga a favor, entre otras personas, del Licenciado Francisco Carrillo Ramírez, con todas las facultades, generales y especiales que requieran poder y cláusula especial, conforme a la ley sin limitación alguna, según se aprecia en la cláusula primera, de la escritura antes mencionada . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Copia fotostática que certificada notarialmente, por la Licenciada Hilda del Consuelo González Arteaga, Notario Público número 46 cuarenta y seis; constituye un documento público conforme lo establece el artículo 78 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por lo que merece pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 121 del citado Código, lo cual es suficiente para acreditar la personalidad con la que el ciudadano Francisco Carrillo Ramírez comparece y actúa en el presente proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del Artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De lo expuesto por la parte actora en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que con fecha 18 dieciocho de noviembre del año próximo pasado, el Tesorero Municipal  emitió la orden de valuación número 00124-09, (cero-cero-uno-dos-cuatro guión cero-nueve) respecto del inmueble propiedad del Instituto Mexicano del Seguro Social, ubicado en el Boulevard Juan José Torres Landa (antes Francisco Villa), entre Venustiano Carranza y Prolongación de la calle Alonso Espino, del barrio de San Miguel, de esta ciudad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Orden de valuación que la parte actora considera, servirá de base para determinar el pago del impuesto predial urbano del inmueble propiedad de su poderdante y, cuya emisión aduce ilegal, al no llevarse a cabo ninguna diligencia de notificación para hacerle sabedor del requerimiento de pago del impuesto antes mencionado, siendo que el Instituto Mexicano del Seguro Social está exento del pago del mismo; constituyendo tales aspectos los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

SEXTO.- Por cuestión de orden público y de estudio preferente,  sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de  Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En la presente causa administrativa, la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro demandada, hizo valer la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en virtud de que estima que el acto impugnado a dicha autoridad es inexistente, pues como se aprecia del mismo, tal orden la emitió el Tesorero Municipal, que fue quien la suscribió con su firma. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Una vez analizadas las constancias que integran la presente causa administrativa, en especial el documento donde consta el acto impugnado para este juzgador, sí se actualiza la causal de improcedencia invocada, ya que efectivamente, no se desprende de forma alguna, la existencia de acto que haya sido emitido por la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, toda vez que consta fehacientemente que la orden de valuación materia de la litis, fue emitida por el Tesorero Municipal, y en la que no se encuentra acreditada la intervención de la Dirección en cita, ya que si bien es cierto, en su encabezado dicho documento señala: “TESORERÍA MUNICIPAL DE LEON, GUANAJUATO” DIRECCION GENERAL DE IMPUESTOS INMOBLIARIOS Y CATASTRO”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

También lo es que es el Tesorero Municipal, Licenciado Antonio Obregón Torres, quien suscribe la referida orden; derivando claramente, de lo antes razonado, la inexistencia del acto reclamado a la multicitada Directora. . . . . . . . . 

Por lo anterior, al actualizarse la causal de improcedencia señalada, con sustento en lo establecido en la fracción II, del artículo 262, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede sobreseer el presente proceso, respecto del acto impugnado a la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro. . . . . . . .  

Por otra parte, ambas autoridades demandadas, hacen valer la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; pues consideran que no se afecta el interés jurídico de la parte actora con el acto impugnado, dado que no se trata de un acto definitivo. . . . . . . 
Causal de improcedencia que sí se actualiza, toda vez que como se plantea, la orden de valuación impugnada, por sí sola, no afecta los intereses jurídicos de la parte actora, conforme a lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El interés jurídico constituye un requisito de procedibilidad en el proceso administrativo, por lo que es necesario que se promueva en contra de actos de la autoridad administrativa y solamente lo tiene quien sea el titular de un derecho subjetivo de carácter administrativo, que esté reconocido o protegido a favor de la parte actora por un precepto jurídico contenido en la ley y que resulte afectado con un acto de autoridad; en este caso, municipal; ello en congruencia a lo establecido por los artículo 206-A, segundo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 251, fracción I, inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, que a la letra dicen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 206-A.- Los actos y resoluciones dictadas por el Ayuntamiento. . .

"Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el Presidente Municipal y por las dependencias y entidades de la Administración Pública Municipal podrán ser impugnadas optativamente... ante los juzgados administrativos municipales ...,cuando afecten intereses de los particulares.” . . . 

“Artículo 251. Sólo podrán intervenir en el proceso administrativo, las personas que tengan un interés jurídico que funde su pretensión:. . . . . . . . . . . . . . 

I. Tendrán el carácter de actor: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

a).- Los particulares que sean afectados en sus derechos y bienes por un acto o resolución administrativa; y…” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Conforme al señalado artículo, se debe concluir que para la procedencia del proceso administrativo, es un requisito “sine qua non” que la parte actora acredite que tiene interés jurídico, el cual para efectos del mismo, se traduce en la existencia de un acto personal y directo que implique la violación de un derecho subjetivo tutelado por una ley, decreto, reglamento, resolución, contrato u otra disposición administrativa a favor del actor, ocasionándole un perjuicio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ahora bien, cuando se trata de un procedimiento administrativo, como lo es el procedimiento de valuación de un inmueble para efectos de conocer su valor fiscal y así determinar la base del impuesto predial  -previsto en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, en sus artículos 176 y 177-, en donde la orden de valuación por sí sola no depara perjuicio, en este caso a la parte actora; ya que no crea, declara, reconoce, transmite, modifica o extingue una situación jurídica concreta; toda vez que es hasta que se elabore el avalúo ordenado y se notifique el mismo, cuando se afecte realmente el interés jurídico de la parte actora, pues dicho avalúo es el que servirá de base para determinar el pago de un impuesto como lo es el predial, lo que trasciende sin duda alguna en la esfera jurídica de las personas, pues con ello se crea una obligación tributaria. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Lo antes expresado resulta congruente con el criterio que sostiene la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la siguiente Jurisprudencia: . . . . . . . . . 

“AVALÚO CATASTRAL. SU ELABORACIÓN Y NOTIFICACIÓN AFECTA EL INTERÉS JURÍDICO DEL GOBERNADO POR LO QUE ES SUSCEPTIBLE DE IMPUGNARSE A TRAVÉS DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO (MODIFICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 22/94). El avalúo catastral es el acto mediante el cual se determina el valor fiscal de los predios y construcciones adheridas a éstos. Dicho valor fiscal generalmente sirve de sustento para establecer la base gravable del impuesto predial y, en consecuencia, para fijar la obligación tributaria a cargo del particular. Así, la valuación del predio constituye un requisito indispensable para que la autoridad administrativa pueda emitir la liquidación correspondiente. En este orden de ideas, es claro que la simple elaboración y, en su caso, notificación del avalúo genera un perjuicio inmediato al particular, pues si aquél se elabora en forma incorrecta o ilegal, tendrá como consecuencia la determinación, también incorrecta o ilegal, de un crédito por concepto de impuesto predial. De aquí la importancia de que se reconozca que tal acto administrativo afecta de modo cierto e inmediato el interés jurídico del particular, quien puede acudir al juicio de garantías en términos del artículo 114, fracción II, primer párrafo, de la Ley de Amparo. Es importante apuntar que el hecho de que se reconozca que el avalúo catastral afecta de modo cierto e inmediato el interés jurídico del particular, no significa que cuando se reclame en un juicio de amparo indirecto, éste indefectiblemente será procedente, pues el juzgador deberá verificar, en cada caso, que no se actualice alguna causa de improcedencia concreta. Así por ejemplo, podría darse el supuesto de que en contra del avalúo existiera un medio ordinario de defensa que tuviera que agotarse previamente a acudir al juicio de amparo, o que la demanda se hubiera presentado fuera del plazo que establece el artículo 21 de la Ley de Amparo.” Varios 28/2006-SS, solicitud de modificación de la jurisprudencia 2a./J. 22/94. Mariano Azuela Güitrón, en su carácter de Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 28 de febrero de 2007. Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Francisco Gorka Migoni Goslinga. Tesis de jurisprudencia 22/94. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del catorce de marzo de dos mil siete. Novena Época. Registro: 172823. Instancia: Segunda Sala. Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. XXV, Abril de 2007. Materia(s): Administrativa. Tesis: 2a./J. 22/94. Página:   425. Nota: En términos de la resolución de veintiocho de febrero de dos mil siete, pronunciada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el expediente varios 28/2006-SS, relativo a la solicitud de modificación de la jurisprudencia 2a./J. 22/94, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Número 84, diciembre de 1994, página 19, se publica nuevamente la jurisprudencia citada con las modificaciones aprobadas por la propia Sala. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De lo anterior se colige que en el caso que nos ocupa, no resulta impugnable la orden de valuación, ya que no afecta de forma alguna el interés jurídico de la parte actora, pues como ya se dijo, la misma por sí sola no crea, modifica o extingue una situación jurídica concreta, ya que sólo da inicio al procedimiento administrativo de valuación, sino que tal afectación se presenta una vez realizado y notificado el avalúo; resaltando además que en el presente caso, el actor nunca aportó prueba alguna de que la orden de valuación que impugna le causa algún perjuicio a su poderdante, pues se limita a sostener que le fue vulnerado su derecho que se encuentra protegido por diversos dispositivos legales, como lo son los artículos 14, 16 y 115, fracción IV, inciso a), párrafo segundo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, fracción XI de la Ley General de Bienes Nacionales; y, 155, fracción III del Código Financiero del Distrito Federal, pero no demuestra que se le haya causado un perjuicio directo en los intereses jurídicos del Instituto Mexicano del Seguro Social, aunado al hecho de que en la presente causa administrativa, no se encuentra acreditado, de forma alguna, que se haya cumplimentado la orden de valuación, materia de la litis, es decir, que ya se haya elaborado el avalúo ordenado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anteriormente expuesto, al quedar demostrado que en la presente causa administrativa no se acredita la afectación de los intereses jurídicos de la parte actora, es por lo que se actualiza la hipótesis de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por lo que es procedente sobreseer el presente proceso administrativo, con sustento en lo establecido por el artículo 262, fracción II, del Código de la materia antes citado. 

SÉPTIMO.- En virtud de que se actualizan dos causales de improcedencia que traen como consecuencia el que se sobresea el presente proceso administrativo; no se hace el estudio de los conceptos de impugnación expresados por la parte actora, pues la actualización de las causales de improcedencia ya señaladas y por ende el sobreseimiento del proceso, impide conocer respecto del fondo del asunto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

OCTAVO.-  De lo solicitado por la parte actora, se encuentra también el reconocimiento de que el Instituto Mexicano del Seguro Social no es sujeto del impuesto predial; lo que se traduce en la acción de reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica, prevista en la fracción II del artículo 255 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para este resolutor, es improcedente lo solicitado, en virtud de que según se desprende del Sexto Considerando, en el presente proceso, procedió el  sobreseimiento al no haber afectación a los intereses jurídicos de la parte actora; por lo que tal acción ejercitada no puede proceder, porque se encuentra condicionada al dictado de una resolución de nulidad, que es la acción principal en el proceso administrativo; la que no se dio en el presente asunto; en tanto que la solicitada es accesoria de la misma. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Lo anterior resulta congruente con el siguiente criterio emitido por el Pleno del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, contenido en la publicación titulada “Criterios 2000-2008”, editado por el propio Tribunal, el que en su página 111 señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“ACCIONES PREVISTAS EN LAS FRACCIONES II Y III DEL ARTÍCULO 56 DE LA LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE GUANAJUATO. NATURALEZA ACCESORIA DE LAS.-  De las tres acciones precisadas en el artículo 56 de la Ley de Justicia Administrativa de Guanajuato, la correspondiente a la fracción I resulta ser principal respecto a las de reconocimiento del derecho e indemnización de daños y perjuicios contemplados en las restantes fracciones.  Ello es así, porque para hacer procedentes las accesorias o secundarias (fracciones II y III del numeral en cuestión) se requiere inexorablemente la declaratoria de nulidad de un acto o resolución. Ahora bien, habiendo prosperado ésta, puede conllevar ello al reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica y la adopción de medidas para su pleno restablecimiento e incluso la indemnización por daños y perjuicios causados por el acto demandado que fue declarado nulo;  de tal suerte que de reconocerse la validez del acto reclamado, por encontrarse apegado a derecho, es incuestionable que las restantes acciones perderían su razón de ser. (Toca 55/03. Recurso de reclamación promovido por Ricardo Sánchez Acevedo e Isidro Sánchez Rangel. Resolución de fecha 13 de agosto de 2003). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 261 fracciones I y VI, 262 fracción II, 298 y 299, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

SEGUNDO.- Se Sobresee el presente proceso administrativo, por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Sexto de la presente resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  


TERCERO.-  No ha lugar al reconocimiento de derecho alguno a favor de la parte actora, atento a lo expresado en el considerando Octavo de este fallo. . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

